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Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires


2014. Año delas letras argentinas.

Expte. Nº: “A1397-2014/0-BODART, ALEJANDRO c/GCBA s/AMPARO”

[image: image1.jpg]Ciudad Autónoma de Buenos Aires,    de marzo de 2014.


Y VISTOS: los autos señalados en el epígrafe, venidos a despacho para resolver la medida cautelar solicitada, y;

CONSIDERANDO:

Que, Alejandro Bodart se presenta en su carácter de Legislador de esta Ciudad por el bloque MST-Nueva Izquierda, con el patrocinio letrado del Dr. Carlos Lucero Paz, a fin de iniciar una acción de amparo contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (en adelante, GCBA) con sustento en los artículos 43 de la Constitución nacional, 14,26 y 46 de la Constitución de la Ciudad y en la Ley 16986 (sic), contra la Resolución N° 1995/SBASE/2014, publicada en el BOCBA N° 4353, de fecha 07-03-14, que dispone un incremento en la tarifa actual del servicio público de transporte de subterráneos y premetro de esta Ciudad, afirmando que el aumento carece de justificación alguna, máxime aun cuando se encuentra pendiente de resolución judicial la razonabilidad del último aumento en dicha tarifa del año 2013 en trámite en el expediente “A440-2013/0”, ante el Juzgado de Primera Instancia de este Fuero n° 3, Secretaría n° 5.

Que, asimismo solicita el dictado de una medida cautelar innovativa para que se dicte una prohibición de no innovar, en los términos del art. 230 del CPCC (sic), tendiente a que se ordene a la demandada abstenerse de aumentar el boleto del servicio de subterráneos programada para el día 14 de marzo del corriente año, hasta tanto este órgano judicial pueda expedirse sobre la definitiva razonabilidad del aumento de la tarifa pretendido.

Que, en sustento de su pretensión menciona que no se encuentra debidamente acreditada y fundamentada la razonabilidad de un nuevo aumento en la tarifa del subte, la que afecta directamente a los usuarios de dicho transporte e implica, asimismo, una afectación a los derechos de ciudadanos en general a gozar de un medio ambiente sano. 

En este sentido, esgrime que resulta de vital importancia evitar el aumento del boleto, toda vez que, aparte de un castigo al bolsillo de los pasajeros, implicaría el abarrotamiento del sistema de transporte de colectivos, perjudicando al conjunto de la ciudadanía y no sólo a los usuarios del servicio de subterráneos, lo que tiene como consecuencia que muchos individuos se vean obligados a dejar de utilizar el subte, debiendo, en consecuencia, movilizarse por la superficie, sea en colectivo o en automóvil, lo cual conlleva un mayor caos de tránsito y una mayor contaminación de la Ciudad.

Que, ello así, manifiesta que este nuevo aumento -el tercero en dos años-, implicaría un incremento de un 28 % en la tarifa en cuestión, aun cuando el GCBA local ha argüido como fundamento para ello que los gastos operativos del servicio se han incrementado en un 16% producto del creciente proceso inflacionario, lo que lo vuelve irrazonable, con el aditamento que, según entiende, la modificación de la tarifa acentuaría el porcentaje de usuarios de dicho servicio público de transporte que ha dejado de utilizarlo para trasladarse por la superficie de esta urbe, que estiman en un 20 %, con los consiguientes perjuicios que ello acarrea para el ya complicado tránsito de la Ciudad.

Que, prosiguiendo, esgrime que el GCBA ha sido incapaz de acreditar los gastos operativos reales y cómo el aumento en cuestión se traduciría en una mejora en la calidad del servicio. Asimismo, menciona que, aun cuando la audiencia pública fijada por la ley 4472 ha sido celebrada con fecha 7 de febrero del corriente año, los funcionarios del Gobierno intervinientes han manifestado respecto a la tarifa técnica que la misma está sustentada en informes elaborados por SBASE y por Metrovías, es decir, por los propios interesados, lo que vuelve burdos los argumentos a favor de aquélla.

Que, la ley 4472 de ‘Regulación y Reestructuración del Sistema de Transporte Ferroviario de Pasajeros de Superficie y Subterráneo en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires’ (BOCBA n° 4064, del 28-12-12), dispone “…la necesidad de desarrollar diversas acciones tendientes a mejorar las  condiciones de prestación del servicio del subte y adoptar medidas necesarias en procura de la seguridad de la prestación del mismo en el menor plazo posible, reestructurar la prestación del servicio bajo parámetros de gestión y eficiencia y desarrollar programas de modernización con el fin de promover la calidad y seguridad.”, mencionando nuevamente que el GCBA no ha acreditado de ningún modo de qué manera la suba del boleto ayudaría a mejorar de manera significativa la calidad del servicio del subte.

Que, en consecuencia y en lo que aquí interesa para resolver, esgrime que cada uno de los aumentos del precio en la tarifa del subte no se tradujeron en una mejora del servicio, como es de público y notorio, razón por la cual el cálculo de la tarifa técnica carece de fundamento que justifique de dónde surgen esos montos arbitrarios, resultando, en consecuencia, meros dichos sin sustento. Ello así, continúa, el GCBA mediante el dictado de la Resolución n° 1995/SBASE/2014 avanza sobre derechos y garantías reconocidos por la Constitución, violando así la legalidad y la razonabilidad, límites infranqueables en el Estado de Derecho, debilitando el ordenamiento legal que debería ser protegido y que hace a la defensa de los derechos y garantías expresamente establecidos en el art. 43 de la Carta Magna Nacional.

Que, por los argumentos vertidos y luego de enumerar los requisitos para la procedencia de las medidas cautelares establecen los arts. 177 y sigs. del CCAyT y 15 de la ley 2145, peticiona el dictado de una tutela cautelar que ordene a la autoridad administrativa local se abstenga de aumentar el boleto del servicio de subterráneos programada para el día 14 del corriente, ofreciendo caución juratoria, la que debe entenderse prestada con la firma del escrito de inicio.

II. Que, en forma preliminar cabe señalar que la ley 4472 –Ley de Regulación y Reestructuración del Sistema de Transporte Ferroviario de pasajeros de superficie y subterráneo en la Ciudad Autónoma de Buenos aires-, título II, artículos 70 a 72 contiene una regulación específica en materia de medidas cautelares relacionadas con la regulación, prestación o reestructuración del SUBTE estableciendo como requisitos necesarios para el otorgamiento de una cautelar, la “acreditación simultánea”  de los requisitos: verosimilitud en el derecho, peligro en la demora, no frustración del interés público y contracautela agregando por conducto del artículo 71 que tanto la Ley 189 como la 2145 de Amparo son de aplicación supletoria siempre que no contradigan con estas disposiciones de la ley 4472.

Estas disposiciones procesales específicas en materia de cautelares relacionadas con el servicio público de transporte ferroviario  en la Ciudad imponen a quien suscribe un marco de análisis mucho más ceñido por el hecho de que el análisis de los requisitos para la procedencia cautelar, obliga al actor a demostrar que los mismos se reúnen en forma “simultánea”, dejando de lado el inveterado criterio judicial en virtud del cual a más verosimilitud menos peligro y viceversa.

De este modo, y aunque el actor no pareciera haberse percatado de esta circunstancia legal ello no me exime de actuar conforme al nuevo criterio legal en la ponderación de la procedencia cautelar y en consecuencia, a  fs. 261 se ordenó dar un traslado al GCBA por el término de veinticuatro 24 horas a fin de que en los términos del artículo 15 de la ley 2145, se expidiera sobre la eventual inconveniencia de otorgar la medida solicitada por el actor.

Ese traslado fue contestado con la presentación de fs. 265/287 y la copiosa documentación que se acompaña a la misma, consistente en copias del procedimiento administrativo de apertura de costos de la tarifa técnica del servicio, del expediente administrativo Nro. 234133/13, mediante el cual se produjera la readecuación de la tarifa a la suma de $ 3.50 (año 2013), del Acta Acuerdo suscripta entre SBASE y Metrovías S.A. sobre adecuación base redeterminada al 31 de mayo de 2013 y copias del expediente administrativo Nro. 38588/14 respecto a la readecuación del Cuadro Tarifario a la suma de $ 4.50, todo lo cual totaliza 1683 fojas útiles.

Por lo tanto, nos hallamos ante un expediente de amparo de 1972 fojas útiles en total

III. Que a fojas 288, de fecha 14 de marzo de 2014, se llamaron los autos para resolver la medida cautelar peticionada por el actor, tendiente a suspender el incremento tarifario en el Subte dispuesto por el GCBA..

IV. Salvedad preliminar: no serán analizados en este momento cuestiones introducidas por el GCBA en su contestación de traslado tales como la legitimación activa del actor, las que serán ponderadas debida y oportunamente en el trámite de este expediente, por lo que centraré esta resolución únicamente en el aumento tarifario impugnado, cuestión que además de la trascendencia social reviste una gran complejidad técnica. 


El actor ha expuesto como fundamentos de su planteo cautelar, en primer lugar, que “no existe justificación alguna”. 


Al respecto, el GCBA en la contestación de traslado remite al Informe que acompaña producido por el Ente Único Regulador de los Servicios Públicos de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires –el Ente-, con motivo de la Audiencia pública del 7 de febrero de 2014.


El Ente explica que se pretende “…aproximar a un valor de la tarifa…que atendiendo a que la capacidad de compra del ingreso individual del lado del usuario mantenga el equilibrio y razonabilidad con relación a la evolución de las variables económicas a partir de fines del años 2001 por un lado, y a la relación entre ingresos y costos por servicio de transporte desde el lado de la empresa por el otro” (fs. 866 de la doc. anejada) “… podemos observar que la permanente actualización en términos nominales de los ingresos por remuneraciones al trabajo de los pasajeros en el periodo de nuestro estudio no fue acompañado por una modificación equivalente (en cuanto a su proporción de variación) en los valores de las tarifas, por cuanto la política nacional de subsidios al transporte mantuvo esos últimos prácticamente sin aumentos por muchos años. Esta situación ha ido provocando en el caso que nos ocupa del Subte, una brecha entre ingresos y tarifas con tendencia creciente, aun considerando los aumentos recientes en la tarifa del servicio… Para evaluar este comportamiento de los ingresos y habida cuenta de las dificultades de reconstruir series económicas sobre la base del índice de costo de vida, hemos utilizado las dos series históricas disponibles, provenientes la primera de la Encuesta permanente de Hogares (encuesta sobre el ingreso neto percibido por los entrevistados), y la segunda del Índice Variación Salarial (ambas series son suministradas por el INDEC)” (fojas 867), concluyendo “mientras el ingreso medio individual creció desde fines del año 2001 un 688%, la tarifa aumentó hasta la fecha de este estudio un 400%” (fojas 867 vuelta). 


A fojas 872 según el cuadro 5 (Evolución ingreso medio y tarifa), se afirma que la “diferente actualización que han corrido las variables que tomamos en cuenta a la hora de evaluar el poder de compra: los ingresos y las tarifas. En el Cuadro Nro. 5 se verifica esta afirmación pues mientras los ingresos aumentaron un 818%, la tarifa sólo aumento un 400%”. Asimismo con base en el Cuadro Nro. 6, que permite ver cómo evolucionó la proporción destinada al gasto en el servicio de Subte de los usuarios según su pertenencia a cada quintil de ingreso.


 “El hecho de que los ajustes salariales que se instrumentaron a partir del año 2002 incluyese sumas fijas junto a aumentos porcentuales, motivó que a lo largo de estos años que fuese despareja la tendencia creciente de ingresos según el quintil. De eta forma, encontramos que mientas el quintil de menor ingreso redujo esa proporción de gasto en un 56%, el quintil más rico lo hizo sólo un 41%, encontrándose el mayor ahorro en el quintil de menores recursos” (fs. 872). Más adelante, “Esto se explica en que el 61,40% de los pasajeros del servicio pertenecen a los dos quintiles de mayor ingreso, en tanto los dos de menores ingresos apenas alcanzan a un 21,80%” (fs. 873 vuelta). A fojas 18, se deja nota que no se ha incorporado aun el alza del valor medio del ingreso que se encuentra previsto a partir del primer y segundo trimestre del año, una vez que haya concluido el proceso de negociaciones paritarias” diciendo en la nota al pie que “De las declaraciones públicas de los delegados gremiales paritarios, se puede prevé que los aumentos en las escalas salariales no serán menores del 25%” (fs. 874) volviendo sobre esto a fojas 876 cuando dice “De concretarse el último aumento tarifario propuesto que pretende llevar la tarifa del servicio Subte a $ 4.50, de todas maneras volvería a ampliarse la brecha del retraso en cuanto se comiencen a incorporar en los próximos meses a los ingresos individuales los resultados de las negociaciones paritarias en curso”


A fojas 877, el Ente afirma que “De los resultados alcanzados al procesar los datos tanto por EPH como IS, podemos concluir que, tal como surge del Cuadro Nro. 15, independientemente de la serie histórica de ingresos que utilicemos en ambas, se verifica una disminución importante de la proporción del ingreso destinada mensualmente al gasto en transporte en subte. Este desfasaje que señalamos en beneficio del usuario, habrá de achicarse parcialmente de aprobarse la nueva propuesta tarifaria, según veremos a continuación. Sin embargo, este aumento no llega cubrir totalmente esa brecha, manteniéndose a favor del usuario una proporción de su ingreso disponible para otros gastos ajenos al servicio de subte”. 


Otro de los fundamentos que expresa el actor está referido a que se encuentra pendiente una resolución judicial en otro amparo, en trámite ante otro juzgado de este Fuero y con respecto al aumento tarifario del año 2013. Que no obstante, y según se ve a fojas 2, afirma que “estamos en presencia de una situación totalmente distinta a la que motivó la interposición del amparo por el aumento de la tarifa del sube a $. 3.50 por cuanto “el sistema de aumento de la tarifa (actual) es totalmente distinto al postulado anteriormente, lo cual reitera por tercera vez a fojas 2 vta.; independientemente de la contradicción entre postular que aún pende una resolución judicial y que sin embargo, el presente caso es totalmente distinto, cabe señalar que el Ente señala en el Informe que el Decreto 4/2014 por el cual el Poder Ejecutivo de la Ciudad convocara a la audiencia pública para la nueva tarifa aquí cuestionada, que ahora se “incluye una propuesta novedosa en relación a la misma, pues plantea que a mayor consumo del servicio la tarifa gradualmente irá aplicando descuentos sobre el valor que abona el usuario” (fojas 877 vuelta). “A los fines de computar dichos descuentos, el sistema habrá de contemplar el mes calendario como período base, independientemente del momento en que el usuario efectúe el primer viaje. A diferencia de otros sistemas de descuento por cantidad en que el usuario debe abonar la totalidad de los viajes que estima utilizar, éste habilita al usuario a recargar de manera parcial a lo largo del mes su tarjeta de viajes sin que pierda el derecho a los descuentos” (fojas 878), descuentos que implican como conclusión una ”tarifa media” de 4,01 $ (ver a partir de Cuadro Nro. 16 –Esquema Tarifario Propuesto-Decreto 4/2014) (fojas 881), al cual me remito en aras a la brevedad.  


El actor sostiene que el GCBA ha dado como único sustento del aumento actual el incremento de costos en un 16%, según lo expuesto por las autoridades en la audiencia pública del 7 de febrero pasado, utilizando entonces la misma estructura de costos para justificar el anterior y actual aumento, 


Afirma el actor la innecesariedad de este aumento en la tarifa por el hecho de un “notable aumento de los subsidios estatales” destinados al concesionario del servicio según el presupuesto 2014 y agrega que en el Informe del mes de octubre la Auditoria General de la Ciudad, la tarifa técnica sería de 5.16$ en vez de la de 7.47 $ fijada el pasado año. 


Al respecto, el Informe del Ente destaca en sus conclusiones que conforme se ha expresado en anteriores informes el 61,40% de los pasajeros del servicio Subte pertenecen a los dos quintiles de mayor ingreso. Esta característica socio económica de los usuarios de este servicio, de acuerdo al informe del INTRUPUBA, los diferencia en términos estadísticos de los usuarios de otros medios de transporte público ubicándolos por encima del promedio. Esta situación permite estimar que la eventual demanda generada por el Abono Social, con las ampliaciones que se determinen, no será significativa con relación a la totalidad de los pasajeros sin subsidios, dirigiendo esos beneficios a los sectores que más lo necesiten”   


Asimismo, el actor afirma que el aumento es una decisión “elitista” (fojas 4 vuelta). Encuentro al respecto que el Informe del Ente dice que “El hecho de que los ajustes salariales que se instrumentaron a partir del año 2002 incluyese sumas fijas junto aumentos porcentuales, motivo que a lo largo de estos años que fuese despareja la tendencia creciente de ingresos según el quintil. De esta forma, encontramos que mientras el quintil de menor ingreso redujo esa proporción de gasto en un 56%, el quintil más rico lo hizo sólo un 41%, encontrándose el mayor ahorro en el quintil de menores recursos” (fojas 872). Más adelante especifica que “Esto se explica en que el 61,40% de los pasajeros del servicio pertenecen a los dos quintiles de mayor ingreso, en tanto los dos de menores ingresos apenas alcanzan a un 21,80%” (fojas 873 vuelta). 


Por otra parte, la implementación de la Tarifa de Interés Social incluida en el actual Sistema tarifario demuestra que no hay un sesgo elitista. Esta tarifa contempla a través del Abono y Pases a varios colectivos de personas tales como beneficiarios de los planes sociales administrados por el GCBA, Programa Ciudadanía Porteña, los beneficiarios de Jefes y Jefas de Hogar establecido por el Gobierno Nacional, las personas en situación de desempleo crónico o recurrente, las personas que acrediten tener ingresos familiares por debajo de la canasta básica familiar que publica el INDEC, personas en situación de indigencia, beneficiarios del subsidio por la tragedia de Cromañon, los ex combatientes de Malvinas y todos aquellos grupos identificados por normas vigentes de la Ciudad de Bs. As, con necesidades especiales y/o en situación de alta vulnerabilidad social, los alumnos de escuelas secundarias y de nivel terciario no universitario que concurren a establecimientos estatales o privados con subsidio del Estado, los maestros de establecimientos educativos de gestión pública, franquicias a jubilados, pensionados, retirados de las Fuerzas Armadas y de Seguridad con haber mínimo mensual, los alumnos de escuelas de enseñanza oficial pública obligatoria y discapacitados. 


También afirma que el aumento no se refleja en mejoras del servicio. Al respecto, en primer lugar, corresponde tener en cuenta que la Ley 4472 declaró en emergencia por el término de cuatro años a prestación del Servicio Subte facultando al Poder Ejecutivo a prorrogar la emergencia por un año más lo cual implica que oportunamente el Legislador tuvo en cuenta un estado de situación del servicio que evidentemente sustenta esa declaración, hecho que impone a su vez, un ceñido marco de ponderación de la cautelar en cuanto a que el recurso tarifario hace precisamente, entre otros fines, a la financiación de ciertas obras de mejoras del servicio.


A fojas 117 vuelta (Informe de Auditoría General de la Ciudad, acompañado por el actor), consta el Plan de nuevas inversiones propuesta para el subte con cargo a la tarifa, por caso, el Programa 3- Mejoramiento de la Accesibilidad y la Circulación de personas discapacitadas  


En tal sentido, adviértase que la propia ley asigna a la autoridad de aplicación –SBASE- facultades extraordinarias a la hora de contratar bienes, obras y servicios más urgentes y por el otro, a fijar las tarifas y los cuadros tarifarios, previa audiencia pública por lo que el argumento del actor no resulta eficaz en esta instancia ya que la afectación efectiva de los recursos al cumplimiento de las mejoras por parte del concesionario es otra cuestión que excede ostensiblemente este estrecho marco cautelar. 


Cabe tener presente que la Ley 4709 declara de interés público y critica la inversión de capital para la adquisición de 105 coches para la Línea A, que la Ley 4315 creó un programa de financiamiento en el mercado local para la emisión de títulos de la deuda pública, montos ampliados por la Ley 4431, es decir, un entramado de leyes tendientes a los fondos para las inversiones en el servicio.


Otro de los argumentos del amparista es que por causa de los  aumentos tarifarios ha decrecido la cantidad de pasajeros. En este punto, el Informe del Ente dice (fs. 867 vta.) que desde el comienzo de la concesión, la cantidad de pasajeros transportados pagos en la red de Metrovías creció de manera sostenida, con las excepciones a la tendencia histórica que comenta más adelante, y respecto de las que no resultan ajenas la situación de la actividad económica del país en los años en que se verifica una caída temporal en la tendencia creciente de la cantidad de pasajeros transportados. “Esta circunstancia queda de manifiesto en los dos momentos en que se observa este quiebre que resulta coincidente con los períodos de crisis en los años 2002 y 2009 (fs. 870), por lo que la excepción a los flujos crecientes de pasajeros se encuentra en los pasajeros transportados en el modo ferrocarril, ya que desde 1999 registra un descenso ostensible, afirmando en relación al Subte que las caídas temporales no modificaron la tendencia general salvo en dos ocasiones y la segunda en el año 2012 como resultado del incremento tarifario “… aunque se ha ido recuperando el caudal de pasajeros pagos con el transcurso de los meses subsiguientes. Esta tendencia a la recuperación puede observarse más detenidamente en el Gráfico Nro. 2 (fojas 868 vuelta) para el caso de los servicios brindados por Metrovías con la evolución del caudal de pasajeros desagregado mes a mes para los años recientes” (fojas 868), gráfico con relación al cual se hace la observación concerniente al hecho de que la Línea A permaneció cerrada durante los meses de enero (parcialmente) y febrero de 2012 debido a obras de adaptación y prueba de la nueva flota de trenes que se incorporó a la misma, aunque sí la tendencia general se evidencia en el resto de las Líneas del servicio, agregando que suceden caídas en los caudales de pasajeros durante los meses de enero y febrero debido a motivos estacionales (vacaciones) que son propios de toda la red de transporte de la región, por otra parte. 


En conclusión, el Ente señala que considerando la paridad del poder adquisitivo del usuario medio y sin alterar la misma, la “tarifa al usuario” se ubicaría al 31 de diciembre de 2013 entre $5.83 y $ 6.68. Al mismo tiempo del análisis realizado surgen que de acuerdo a la propuesta de escalonamiento de la tarifa en relación a la cantidad de viajes, y a fin de evaluar el impacto del beneficio propuesto, la tarifa media del sistema se ubicaría a $ 4,01 por lo que concluye “… nos permite determinar que la tarifa propuesta por SBASE no alteraría los principios de razonabilidad y justicia tarifaria”.


El actor dice en el escrito de amparo que el GCBA no indica el índice de inflación utilizado ni tampoco ha elaborado un informe que acredite el aumento siendo que los incrementos de costos están contemplados al momento de votar el Presupuesto 2014, por lo que resumiendo, “los ciudadanos abonarán un 28% más en la tarifa del subte a la vez que la Ciudad destina más subsidios públicos al concesionario, empresa que no ha realizado la inversión correspondiente como lo señala el informe de la Auditoría General de la Ciudad de Buenos Aires”, que agrega en respaldo documental de sus dichos.


Asimismo, sostiene que se incrementa la brecha entre el costo del valor del boleto del colectivo y el del subte por lo cual se aumenta la cantidad de pasajeros de aquel medio de transporte en detrimento de uno más ecológico como es el subte con el agravamiento de los inconvenientes del tránsito de superficie de por sí más lento y engorroso y que el GCBA ha sido “incapaz” (fojas 8) de acreditar los gastos operativos reales y cómo el aumento se traduciría en mejoras a la calidad del servicio.


Ahora bien, en la audiencia pública del 7 de febrero de 2014, se expuso por parte de SBASE que para el cálculo de la tarifa técnica, se tienen en cuenta los costos del servicio y la depreciación de los bienes de uso siendo el costo total de la explotación del servicio 1.868 millones de pesos lo cual, dividido por 250 millones de pasajeros registrados, reporta una tarifa técnica de $ 7.47. Aclaró que el 80% de esos costos son ejecutados a través del operador, el 10% a través de SBASE y el otro 10% es la depreciación de bienes de uso, criterio ratificado por el Presidente de SBASE quien dice que la tarifa técnica incluye costos que no son del operador sino que los ejecuta SBASE. 


La Diputada Ocaña en dicha audiencia comparó los informes referidos a la tarifa técnica que efectuaron tanto SBASE como la Auditoría General de la Ciudad siendo que ambos arriban a dos valores sustancialmente diferentes, destacando que en el análisis de SBASE se incluyeron costos de depreciación y mantenimiento que nunca estuvieron incluidos en la ley regulatoria del servicio de subte. 


A partir de ello, la Diputada denuncia que el GCBA subsidia gastos de mantenimiento y depreciación del material rodante e infraestructura y Metrovías termina aplicando esos montos a la operatividad del servicio, con el agravante que la depreciación no implica erogación alguna de fondos. Concluye así la Diputada Ocaña que los vecinos de la Ciudad están pagando el servicio doblemente, es decir, como usuarios y como contribuyentes de impuestos.


Ello pone en evidencia la diferencia de valores a la que arriban respecto de la tarifa técnica, la Auditoría General de la Ciudad y SBASE, lo cual resulta agravado por el hecho de que conforme señala el informe final de auditoría de la AGC, el concesionario no está abonando el canon (ver página 18). 


Asimismo, el Diputado Ramal en ocasión de la audiencia pública señaló el poco acceso a la información que tiene el ciudadano con relación al costo del servicio, destacando la necesidad de que se conozcan los costos de explotación del servicio como “único modo de justificar un aumento tarifario” y denunció asimismo que no se conocen los demás ingresos del concesionario como ser alquileres de locales, actividades comerciales tanto en las estaciones existentes como en las recientemente inauguradas, ingresos por publicidad, etc. 


En sentido concordante, el Diputado Ferreyra destacó que por causa de la falta de información suficiente sobre los ingresos de otras empresas tercerizadassin control estatal y pertenecientes al concesionario, se dificulta conocer con precisión el verdadero nivel de ingresos de la empresa.


Resulta coincidente así el hecho de la falta de información adecuada y eficaz acerca de los costos de explotación del concesionario y de sus ingresos, por una parte, y por la otra, la dificultad para acceder a la misma, esta última circunstancia, no solo es señalada por los Diputados citados en ocasión de la Audiencia pública del 7 de febrero. En efecto, la dificultad en conseguir la información necesaria también es recurrentemente observada en el Informe de Auditoria de la Auditoría General de la Ciudad aún en la lectura rápida que quien suscribe ha podido realizar en el corto tiempo de esta instancia cautelar. 


Y más aún, el propio Ente de Control de Servicios Públicos de la Ciudad también ha notado la misma dificultad en acceder a la información del concesionario. 


Al respecto y a modo ilustrativo, en el Informe Final de Auditoría-Proyecto Nro.1.13.15 Ley 4472-Auditoría Integral sobre el cumplimiento del contrato de concesión en el períodos 2010-2011-2012, aprobado por unanimidad en Sesión del Colegio de Auditores Generales de fecha 25 de octubre de 2013, observo en la página 51, punto 5.2 Auditoría Contable y Financiera que “No fue posible verificar el pago del Impuesto a los Ingresos Brutos…debido a que la Empresa Metrovías S.A. no adjuntó la información impositiva relativa al total de los montos facturados…en concepto de Subsidios otorgados por el Estado Nacional y GCBA en el ejercicio 2012”; “No se pudo analizar la base de datos respecto a la información contable de los años 2010 y 2011 de la Empresa Metrovías consignada en el Sistema CID (Centro de Imputación Directa) debido a que la empresa no proporcionó la misma…”; “Si bien se han informado los ingresos provenientes de la Subconcesión celebrada con Metronec…  solo fue puesto a disposición el contrato de Subconcesión celebrado con Metronec”. 


Reitero, he reparado en esta circunstancia de dificultad en el acceso a la información del concesionario en la rápida lectura de los voluminosos documentos de los organismos técnicos citados que se han acompañado al expediente.


Lo expuesto pone en evidencia que en la relación Estado-concesionario-usuario se verifican graves asimetrías informativas que impactan negativamente, obstruyen y hasta impiden el acceso a la información necesaria e indispensable para efectuar el análisis y la eventual determinación en consecuencia, de si la tarifa es justa y razonable. Con ello, se vulneran los dispositivos constitucionalesde garantía y protección del usuario, en particular, los referidos a la calidad y modalidad de la información: transparente, adecuada, veraz, oportuna, integral y completa


Es importante y oportuno entonces reparar en el artículo 46 de la Constitución porteña que garantiza la defensa de los usuarios en su relación de consumo –en este caso ante el concesionario Metrovías S.A.-  contra la distorsión de los mercados y el control de los monopolios que los afecten, aspecto nada menor en el presente caso, en el que estamos ante un servicio público esencial prestado en condiciones monopólicas, hecho que impone entonces la búsqueda de un equilibrio a favor del usuario. 


El artículo 46 de la Constitución, en el segundo párrafo, agrega en esta coyuntura, que se ha de proteger el patrimonio de los usuarios, a quienes además debe asegurárseles un trato equitativo, libertad de elección –que no es el caso atento a las condiciones de monopolio que reviste el Subte- y el acceso a la información transparente, adecuada, veraz y oportuna además de integral y completa. Cabe señalar que el artículo 42 de la Constitución nacional también protege el “interés económico” de los usuarios, asegura a éstos  “condiciones de trato equitativo y digno” y establece la obligación de las autoridades en proveer a la protección de los usuarios ejerciendo el control de los monopolios naturales y legales.


El sistema tarifario de la Resolución 1995/SBASE/14 presenta inconsistencias. 


Por ejemplo, el Presidente de SBASE Ingeniero Piccardo en la audiencia pública del 7 de febrero de 2014 expuso en relación a la política tarifaria que “… elobjetivo es presentar un nuevo cuadro tarifario para el Subte el que tiene algunas cuestiones novedosas que no han sido aplicadas antes… el objetivo que nos hemos establecido, que no es solo mejorar la calidad del servicio sino duplicar la cantidad de pasajeros que puedan viaje subte, en el término de cinco años…,  tenemos un esquema segmentado en usuarios y en necesidades, …queremos proponer: un sistema que permita beneficiar de la mejor manera a cada uno de los segmentos identificados…se trata de un incentivo que beneficiaría a quienes más viajan y necesitan de la red subterránea” (fojas 787/791), también el Ing. Cermesoni de SBASE expuso en el mismo sentido que “como dijera previamente el Ingeniero Piccardo, este sistema tarifario  propuesto tiene cuatro modalidades de uso. Una primera orientada a los viajeros poco frecuentes; una segunda orientada a los viajeros más frecuentes, por encima de los 20 viajes al mes; una tercera, orientada a los pases y abonos y una cuarta correspondiente al abono social… de estas cuatro modalidades, la segunda –que es la de los pasajeros mayores que realizan más de veinteviajes al mes- es la que presenta en esta oportunidad una propuesta distinta. El esquema propuesto prevé que todas las personas que realicen menos de veinte viajes, que son los pasajeros poco frecuentes, paguen 4.50 pesos cada uno de esos primeros veinte viajes…..la contabilización es mensual… se resetean los contadores el primer día del mes siguiente… en nuestro caso la política tarifaria prevé beneficiar a los que más viajan que, en general, son los estudiantes y los trabajadores, pasajeros cautivos que en algunos casos no tiene otras posibilidades de movilizarse, Por eso en esta oportunidad hemos concentrado el esfuerzo en beneficiar a este segmento de pasajeros…” (fojas 793).


De este modo, apreciamos que se introduce explícitamente una asimetría entre los usuarios, distorsionando el principio constitucional de equidad que no segmenta ni distingue entre categorías de usuarios ya que, según lo han expuesto las autoridades de SBASE en la referida audiencia pública, el usuario esporádico o “poco frecuente” por decirlo de alguna manera que utiliza el servicio entre 1 y 20 viajes, no sólo no goza de ningún beneficio económico ni de alternativa para ello dentro del sistema sino que, por el contrario y visto en el universo de los usuarios, aparece “penalizado” teniendo que soportar -al no tener alternativa alguna con relación al pago- la tarifa plena de los $ 4.50 y por ende el mayor impacto del aumento.


En este sentido, aquí el sistema no resulta eficaz para promover que más personas utilicen el servicio, según fuera expuesto por el Ing. Piccardo en la audiencia, ya que no se ha tenido en cuenta la promoción respecto de esta franja de usuarios y respecto del cual para que realmente fueran incentivados, deberían contar con una alternativa más baja dentro del sistema que los induzca a utilizar el subte frente a una opción más competitiva como resulta ser en esa coyuntura el transporte urbano de colectivos. 


Asimismo, tanto el actor aquí en el escrito de amparo como los Diputados Ocaña y Ferreyra en la audiencia pública, señalan que para usufructuar el beneficio del menor costo de la tarifa escalonada habrá que realizar una serie de 44 viajes mensuales agravado por el hecho de que solo tres meses del año habilitan tal posibilidad. 


El actor sostiene en su presentación que estamos ante un  “novedoso sistema tarifario” (fojas 6 vuelta) en el cual la tarifa promedio de 3.83$ solo regirá para quienes realicen 44 viajes por mes siendo que en el curso de este año solo tres meses –julio, septiembre y octubre- contarán con 22 días laborables, siendo que el Subtepass costará $ 5 es decir, un 43% de aumento. De hecho afirma que para el corriente mes de marzo, se trata de un mes de 18 días hábiles por lo que quienes viajen dos veces pagarán una tarifa promedio de $ 4.025, un 15,14% más alta, que en abril y noviembre al haber 19 días hábiles, por 38 viajes habrá que abonar $ 151,20 a razón de $ 3.98 cada viaje. En mayo, julio, agosto y diciembre contarán con 20 días hábiles por lo que quienes viajen 40 veces afrontarán la tarifa promedio de 3.94 $ lo que representa una suba del 12.57%, enero y febrero del 2015 tendrán 21 y 18 días hábiles, respectivamente, en función de lo cual la afirmación gubernamental de que se ha beneficiado a trabajadores y estudiantes es “totalmente falaz” (fojas 7 del escrito de inicio).


De modo preliminar a analizar estas observaciones, cabe reparar entonces que nos encontramos ante un “sistema tarifario”  que tiene como objetivo beneficiar al pasajero que más viaja, en ese sentido, para cumplir con tal objetivo, se propone una tarifa escalonada que disminuye en función de una cantidad de viajes. 


El cuadro tarifario concebido como un sistema implica una necesaria interdependencia de sus componentes ya que un cambio en una de las partes afecta al resto. Las interacciones de los componentes  tales como segmentación de pasajeros, frecuencia de viajes, períodos de vencimiento reflejan distintos niveles de equilibrios y desequilibrios. 


En materia de tarifas hemos de tener presente que los parámetros constitucionales establecen como criterio básico en el diseño del sistema, la necesaria equidad, en este caso, en la segmentación que se hace en función de la cantidad de viajes. 


Para cumplir entonces con el precepto constitucional de equidad entre los usuarios, la relación de los componentes del sistema tarifario debe otorgar a todos los usuarios del servicio alternativas equivalentes –no necesariamente iguales- para acceder a la tarifa más baja del sistema, según lo ha establecido la jurisprudencia. En efecto, se ha establecido que el derecho de los usuarios a la tarifa más baja debe prevalecer por sobre el derecho del concesionario a obtener mayor ganancia (conf. Caso Telintar, Sala IV CCAFederal) citado por Gordillo (Tratado de Derecho Administrativo, Tomo I, Capítulo XI, página 26, 3era edición, Fundación de Derecho Administrativo, Bs. As.. 1998).  


Sobre la base de estas premisas, se procederá a analizar el cuadro tarifario en cuestión.


En primer lugar cabe tener presente el segmento de usuarios comprendidos en Tarjetas sin contacto –Sube/Monedero- en las cuales se aprecia que con más intensidad el objeto de premiar al viajero frecuente o su contracara, de “castigar” al usuario que viaja menos. 


En tal sentido, el que realiza hasta 20 viajes mensuales pagará la tarifa plena de $ 4.50, o $ 5 si la abona con Subtepass. Aquí es donde claramente se percibe la imposibilidad de acceder a las tarifas más bajas que sí tienen otros usuarios por ser más frecuentes en el uso de la red. 


En consecuencia, la política de incrementar el uso del subte viene a ser soportada por el usuario no frecuente que bien abona el mayor aumento de la tarifa o para evitar eso, se ve compelido a utilizar el colectivo. Es evidente que esto es un criterio que no cumple con los preceptos constitucionales de equidad. 


Otro componente del sistema es el de los Abonos mensuales con descuento por acumulación cuyo costo final para 30 viajes es de $ 126, para 40 viajes es $ 157 y para 50 viajes $184 en el cual se advierte que las ventajas económicas son para el concesionario porque este usuario prepaga el servicio, corre el riesgo de no utilizarlo y lo pierde, debiendo por añadidura ceñirse al ciclo de validez de 30 días a partir del primer uso del abono, sin obtener por ende ningún beneficio con relación al usuario del componente Tarjeta sin contacto. 


Del rápido análisis de la interrelación de estos componentes se advierten desequilibrios generadores de inequidades en la comunidad usuaria. 


A saber, en el componente 1 –Tarjeta sin contacto- se genera el “usuario de 1 a 20 viajes” que no tiene posibilidad alguna dentro del sistema de acceder a una tarifa menor y cuya única posibilidad de disminuirla sería realizar viajes que no necesita con lo cual el beneficio resulta esterilizado.


Con respecto al Componente 2 –Abono con descuento mensual por acumulación- no se advierte que agregue ningún estímulo al usuario para realizar mayor cantidad de viajes mediante el prepago del abono ya que la tarifa final que obtiene resulta ser la misma que la del Componente 1 con el agravante de pagarla por adelantado y perder los viajes que no pueda realizar (enfermedad, etc.) con lo cual es evidente que el objetivo no explícito por cierto, es beneficiar al concesionario. 



Una forma de paliar estas inconsistencias a mero título de ejemplo, sería establecer mecanismos que garanticen el acceso a la tarifa menor a todos los usuarios y que en el caso del abono se otorgue un beneficio, por caso, que se elimine el vencimiento. Otra sugerencia sería con relación al pasajero de 1 a 20 viajes, otorgarle un abono cuyo costo final fuera la tarifa de $ 3.90 o inferior con vencimiento y al usuario de 40 viajes que también pagaría $ 3.90 como costo final, otorgarle un abono sin vencimiento. 


Asimismo, correspondería corregir el cuadro tarifario para que el acceso a la tarifa de 2.70 del viaje 41 en adelante sea accesible durante los doce meses del año. 


En consecuencia, se advierte que el sistema tarifario aprobado por la Resolución Nro. 1995/SBASE/14-presenta inconsistencias en desfavor de los usuarios, y en tal sentido, es obvio que no resulta eficaz para cumplir con el loable propósito de que el subte tenga mayor cantidad de usuarios.


Así las cosas, siendo que tal como se expuso en la primera parte de esta resolución, me hallo imposibilitada materialmente de expedirme en esta instancia cautelar acerca de la razonabilidad de la tarifa de $ 4.50 y advirtiendo las asimetrías del sistema tarifario en cuestión, en ejercicio de las facultades previstas en el artículo 184 del CCAyT que autoriza a disponer una medida precautoria distinta de la solicitada, he de resolver como medida cautelar se ordene al GCBA proceder a las correcciones necesarias en dicho sistema a fin de cumplir a cabalidad con el principio constitucional de equidad en la comunidad usuaria. 


 Por último, sería deseable que el mismo énfasis que las autoridades ponen en analizar la relación entre tarifas e ingresos de los usuarios, se aplicara al análisis de los costos e ingresos directos e indirectos del concesionario a cargo de un transporte público esencial prestado en condiciones monopólicas. 

En mérito a todo lo expuesto, cautelarmente RESUELVO:

Ordenar al GCBA a adoptar las medidas necesarias tendientes a corregir los desequilibrios del sistema tarifario aprobado por la Resolución Nro. 1995/SBASE/14. Ello, en el plazo de CINCO (5) días hábiles administrativos.

 La presente medida se decreta bajo caución juratoria que el accionante deberá prestar ante el Actuario.

Regístrese y notifíquese a la parte actora, con carácter urgente y con habilitación de horas inhábiles, designándose al efecto oficial notificador ad-hoc al sr. Juan Martín GARAVAGLIA (DNI 34.795.937), auxiliar administrativo de esta dependencia. Cumplido, siga el trámite de la causa según su estado.

U S O   O F I C I A L
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